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SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Damos la bienvenida a la doctora Sara Bossio Reig, Presidenta de la Suprema Corte de Justicia; al doctor 
Leslie Van Rompaey, Ministro; al doctor Daniel Gutiérrez, Ministro; al doctor Elbio Méndez Areco, Director 
General, y a la contadora Luz Gonnet, Directora de la División de Planeamiento y Presupuesto. 


Estamos considerando el Inciso 16, Poder Judicial, y tenemos un Mensaje del organismo que tiene un total de 
23 artículos. 


SEÑORA BOSSIO REIG.- Voy a empezar por señalar cuáles fueron los principales avances logrados 
en el año 2006 relacionados con los años ya definidos, haciendo mención -si corresponde- a los 
compromisos firmados. 


En primer lugar, en cuanto a la abreviación de los procesos, en materia civil la Suprema Corte de Justicia 
elevó en el año 2006 al Parlamento un Proyecto de Reforma del Código General del Proceso y en materia 
penal designó sus representantes ante la Comisión para la Reforma del Código Penal y del Código del 
Proceso Penal, según lo dispuesto por los artículos 21 y 22 de la Ley N* 17.897, de 14 de setiembre de 2005. 


Se sigue analizando y conociendo la duración de los procesos jurisdiccionales. En el año 2006 se realizaron 
estudios sobre su duración en los Tribunales de Apelaciones y en los Juzgados Letrados de Primera Instancia 
en materia de Adolescentes y Faltas, y también para la materia laboral, a los efectos de analizar la evolución 
de los indicadores. 


Se realizó, además, un estudio en materia penal respecto de los datos sobre procesamientos registrados hasta 
el mes de junio de 2006 en el Registro Nacional de Antecedentes Judiciales, a partir de las comunicaciones 
realizadas. 


Otro punto es la adecuación de los recursos humanos a las necesidades del servicio. Se aprobó y está vigente 
la nueva escala de sueldos porcentual y la nueva estructura de cargos y contratos de función pública de los 
escalafones II a VI y VII, prevista en el artículo 389 de la Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005, trabajo 
que se desarrolló en el Poder Judicial durante el primer semestre del año 2006. 


Se creó y se comenzó a liquidar la retribución adicional denominada "Incompatibilidad Absoluta" para los 
escalafones I, "Magistrados", y Q, "Cargos Políticos y de Particular Confianza", según lo establecido en el 
artículo 388 de la Ley N* 17.930. 


En relación a evaluación del desempeño y a ascensos, se realizaron calificaciones de los funcionarios 
judiciales, excepto de los Magistrados, de acuerdo con nuevas pautas establecidas por la Acordada 7525, 
basadas en criterios de: rendimiento, responsabilidad en relación al servicio y a los usuarios, habilidad y 
destreza en el desempeño del cargo, comportamiento, y asiduidad, puntualidad y permanencia en la función. 
En el caso de los Magistrados, se continuó aplicando la Acordada que regula el proceso de evaluación y 


elaboración de listas de Magistrados por categorías para ser consideradas en oportunidad de ascensos por 
vacantes o nuevas creaciones de cargos. 


La Asociación de Magistrados del Uruguay se integró a la nueva Comisión Directiva del CEJU -Centro de 
Estudios Judiciales del Uruguay. 


En cuanto a la mejora de gestión de oficinas, se está implantando -y eso es lo más importante- un nuevo 
software para el sistema de gestión de los tribunales, proyecto que se realiza a través del Programa de 
Fortalecimiento del Sistema Judicial Uruguayo -PROFOSJU-, que tiene un endeudamiento externo del 70%. 
Las actividades del año 2006 han estado focalizadas en la conclusión del proceso licitatorio, que ya fue 
realizado, y se hizo la concesión a determinada empresa con la que se firmó el contrato a fines de 2006. Este 
es uno de los hitos más importantes en cuanto al desarrollo de este sistema de gestión de los tribunales. Se 
hizo el contrato con la empresa Orden Sonda y se comenzaron las actividades el 1? de febrero de 2007. 


El Proyecto Jurisdiccional de Informatización comprende el desarrollo de un proceso de instalación de la 
infraestructura tecnológica que posibilite el acceso a los diferentes servicios implementados en el Centro de 
Procesamiento de Datos a las oficinas del ámbito jurisdiccional. Luego se determina cuál es el sistema que se 
va a establecer en todos los juzgados y en los tribunales, al principio aplicándolo en juzgados piloto y 
después en el resto. 


Se estableció un sistema de consultas por Internet de expedientes jurisdiccionales, que ha sido de gran éxito. 
Actualmente, mediante este sistema, se están recibiendo entre seis mil y diez mil consultas diarias sobre los 
expedientes. Se realizó un avance en dicho proyecto: se desarrollaron procesos de migración de información 
y se crearon servidores y servicios necesarios. 


Por otra parte, se creó una base de jurisprudencia nacional, que es la herramienta que permite el ingreso de 
las sentencias emitidas por los diferentes tribunales y la realización de distintos niveles de búsqueda de 
jurisprudencia. 


Al respecto, las tareas realizadas en el año 2006 consistieron en el desarrollo de la aplicación de ingreso de 
las sentencias y de las estructuras jurídicas; en la creación de ambientes de producción, tanto para la red 
interna como para su utilización en Internet, y en el desarrollo de procesos de migración de la información de 
la base de datos Zudáñez, Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia. 


En cuanto al fortalecimiento del servicio de Justicia en todo el país, tanto en recursos humanos como 
materiales, se ha establecido un proyecto de inversión edilicia. En él se destaca la realización de obras de 
construcción y la refacción de inmuebles de propiedad del Poder Judicial en los que funcionan las sedes 
jurisdiccionales de las ciudades de Bella Unión, Young, Dolores, Paso de los Toros, Chuy y Río Branco, para 
la instalación de seis nuevos Juzgados -lo que ya se hizo- que constituyen el segundo turno de Juzgado 
Letrado en cada una de dichas ciudades. 


Se abrió un nuevo Juzgado Letrado en la ciudad de Treinta y Tres a partir del mes de agosto de 2006, que 
entiende en materia civil, familia, laboral y contencioso administrativo. 


Se alcanzó un avance del 40% de las obras del Edificio Plaza Cagancha -lo que será el Palacio de los 
Tribunales-; su finalización está prevista para el mes de diciembre del corriente año, y el traslado de oficinas 
desde edificios que están en arrendamiento, para el año 2008, de acuerdo con el siguiente detalle: doce 
Tribunales de Apelaciones -todas las materias del CGP-, catorce Juzgados Letrados en materia Civil, el 
Centro de Estudios Judiciales y la Oficina de Recepción y Distribución de Asuntos. Se realizaron obras y 
refacciones en distintos inmuebles. 


Se culminó el pago de la deuda contraída en el compromiso de compraventa realizado con el Banco de la 
República Oriental del Uruguay por el edificio sito en Juan Carlos Gómez N* 1236 al 1240, que será 
destinado al Proyecto de Reorganización de la Justicia Penal, con una obra que habilitará 3.650 metros 
cuadrados para la instalación de sedes, previsto a partir del año 2007. 


Se culminó el pago total de la deuda contraída con MEVIR con anterioridad al año 2005, lo cual estaba 
previsto recién para el año 2009, pero fue posible hacerlo en el año 2006 por el traspaso del crédito excedente 
producido por la cancelación de deuda por la compra del edificio de Juan Carlos Gómez. 


Se adquirió por compraventa un terreno sito en la calle Bartolomé Mitre por un valor de aproximadamente 
US$ 50.000, que integrará el mencionado Proyecto de la Justicia Penal. 


Con el objetivo de fortalecer la gestión administrativa de las sedes jurisdiccionales, de los servicios de apoyo 
y de las Defensorías Públicas, se crearon equipos multidisciplinarios para el interior del país para la atención 
de primera urgencia en materia de familia, con especialización en violencia doméstica y equipamiento del 
laboratorio toxicólogo del Instituto Técnico Forense. 


En cuanto a los logros relevantes obtenidos en el año 2006 no contemplados en el Plan Estratégico 
presentado en el Presupuesto Nacional correspondiente al período 2005-2009, se firmó un convenio 
interinstitucional entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo y la Corporación Nacional para el Desarrollo por 
el cual el Poder Judicial transfirió al Poder Ejecutivo la propiedad y posesión del edificio sito en la Plaza 
Independencia, que antes se denominaba Palacio de Justicia, y el Poder Ejecutivo se obligó a incluir en el 
proyecto de ley de Rendición de Cuentas del año 2005, una suma equivalente a US$ 7:000.000, con destino a 
obras edilicias en el Poder Judicial a ser ejecutadas en los años 2007 a 2010, y a tomar a su cargo la deuda 
pendiente con el Banco de la República por el préstamo para obras en dicho edificio, lo que quedó plasmado 
en el artículo 139 de la Ley N* 18.046, de octubre de 2006. La administración del edificio "ex Palacio de 
Justicia", que será denominado "Torre Ejecutiva", estará a cargo de la Corporación Nacional para el 
Desarrollo. Asimismo, el convenio obliga al Poder Ejecutivo a transferir la propiedad y posesión al Poder 
Judicial de los padrones que conformarán el Proyecto de Reorganización de la Justicia de Familia en la 
capital, inmuebles que fueron ocupados anteriormente por la Dirección General Impositiva en las calles 
Rondeau y Valparaíso. 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO.-Antes de comenzar a referirnos a nuestro proyecto artículo por artículo - 
todos los consideramos muy importantes; por eso haremos la defensa de cada uno de ellos-, quiero 
comentar a la Comisión un dato que sé que resultará importante para los señores Diputados; me 
refiero a los niveles de ejecución que el Poder Judicial viene registrando. Creo que, en definitiva, son 
uno de los puntos básicos sobre los cuales resulta creíble que pidamos ayuda al Parlamento para poder 
continuar con las obras que el Poder Ejecutivo debe llevar adelante. Solo voy a mencionar cifras; si los 
señores Diputados tienen dudas, las podemos ampliar. En materia de servicios personales, el Poder 
Judicial ejecutó un 98,64% del dinero proveniente de Rentas Generales; en gastos de funcionamiento, 
un 99,89%, y en inversiones, un 98,84%. Solo quería mencionar estas tres cifras porque demuestran el 
alto nivel de ejecución que exhibe el Poder Judicial, por lo que creemos que estamos haciendo un uso 
adecuado y total de los recursos que se nos asigna. No se ejecutaron algunas pequeñas décimas -hay 
razones que si los señores Diputados estiman conveniente, las podemos comentar-, pero creo que lo que 
importa destacar es el nivel de ejecución que mencioné recientemente. 


El artículo primero es un viejo reclamo que el Poder Judicial realiza instancia presupuestal tras instancia 
presupuestal, y refiere a la financiación de la cuota mutual de sus funcionarios. Cuando se consagra este 
beneficio para los funcionarios con la sanción de la Ley_N* 17.707, del año 2003, ello se obtiene con una 
doble fuente de financiación: con el producido de la tasa del Registro de Testamentos y Legalizaciones -que 
nunca alcanzó a cubrir el ciento por ciento de lo que demanda la cobertura de la cuota mutual- y con recursos 
propios del Poder Judicial. Venimos anunciando desde hace varias instancias como esta que esos fondos 
propios se están acabando y que, en consecuencia -está expresamente dicho en la exposición de motivos-, el 
próximo año quedaremos sin financiación para todo el Ejercicio; no quiere decir que nos quedemos sin 
recursos para todo el año, pero sí faltarán para parte de él. 


Simultáneamente, el Poder Judicial no está comprendido en la Ley_N? 18.131, que crea el Fondo Nacional de 
Salud, porque en su artículo 2%, cuando se establece los que están incluidos, figuran expresamente los 
funcionarios de la Administración Central, el Tribunal de Cuentas, la Corte Electoral, el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo y el Instituto del Niño y Adolescente de Uruguay. Simplemente, el artículo 9% 
dice: "Facúltase al Poder Ejecutivo a incluir a los funcionarios de la Administración Nacional de Educación 
Pública, así como al Poder Judicial, en el régimen creado en la presente ley. [...]" Pero, de hecho, no está 
incluido. El Poder Ejecutivo lo incluirá o no en su momento, pero nosotros tenemos que mantener la 
cobertura de la cuota mutual de nuestros funcionarios para el año que viene. Si esto cambiara -como se 
anuncia en la exposición de motivos-, el Poder Judicial se integrará a ese Fondo y estos otros recursos caerán, 
serán dados de baja. Pero al día de hoy, en la medida en que no tenemos esa certeza, deberíamos mantener la 


seguridad de poder cubrir esa necesidad por todo el año que viene. Esto es lo que recoge el artículo 1* y no 
otra cosa. 


Pasemos a la consideración del artículo 2%. Cuando en su momento se crea la tasa judicial que se destina a 
salario de los funcionarios judiciales, representaba históricamente un 6% de las retribuciones. Y digo 
"representaba" porque no era un porcentaje de incremento en los salarios; lo recaudado, comparado con el 
salario, representaba ese porcentaje. En la medida en que el salario fue cambiando, en especial como 
consecuencia de la aplicación de la reestructura -con recursos otorgados en este Presupuesto, en el que está 
vigente-, aumentada la base de cálculo, el porcentaje de la tasa disminuye, porque la recaudación por la tasa 
es constante o, inclusive, tiende a decrecer. Ello ha significado que si bien el presupuesto consagra un 33% de 
incremento en el quinquenio para los funcionarios judiciales, como algunos lo perciben por reestructura - 
otros, como partida por incompatibilidad absoluta, pero los excluyo porque no tienen participación en la 
tasa-, no todos van a percibir igual porcentaje sino que dependerá de la escala salarial definida; unos 
percibirán menos y otros más hasta alcanzar el tope presupuestal en el quinquenio. Esto ha significado que la 
tasa hoy esté representando en el salario de los funcionarios judiciales aproximadamente un 2,5% mensual. 
Entonces, en definitiva, el 33% que el legislador quiso consagrar, en los hechos y al final del quinquenio, por 
efecto de lo que acabo de explicar, va a ser menor. Esto va a tender a quedar en cero y, en definitiva, el 33% 
menos el 6% será lo que percibirán en definitiva, porcentualmente los funcionarios. Con esto no estoy 
diciendo que van a tener menos dinero en su bolsillo, porque, obviamente, el salario no se rebaja en un 6%, 
pero se pierde de incrementarlo en un 33%. 


Por lo tanto, dado que lo que el legislador quiso consagrar es un 33%, eso es lo que la Suprema Corte, con el 
mismo espíritu, quiere mantener, y por eso pide que la tasa se incorpore al sueldo con una financiación de 
Rentas Generales. Por supuesto, se propone que ese timbre deje de percibirse o lo perciba Rentas Generales; 
el ánimo del Poder Judicial no es sugerir cuál es el destino. Eventualmente, esto podría definirse por el Poder 
Legislativo. 


Vayamos ahora al artículo 3%. Algunos funcionarios técnicos del Poder Judicial que se encontraban 
equiparados a salarios de Magistrados, una vez definida la reestructura, tuvieron la oportunidad de optar por 
mantener su equiparación o por incorporarse a la escala definida a partir de la reestructura. La mayoría de los 
funcionarios técnicos así lo hizo porque le resultaba más conveniente que mantener la antigua equiparación, 
pero han quedado algunos que todavía no lo hicieron. Como la instancia que tenían para hacer la opción 
precluyó, han solicitado al Poder Judicial -la Suprema Corte de Justicia lo ha entendido prudente- que se dé 
una nueva oportunidad para que quienes que quieran incorporarse a la nueva escala salarial puedan hacerlo. 
Por supuesto que este artículo no tiene costo; está previsto en la reestructura; la escala salarial está definida y, 
a su vez, financiada. Por lo tanto, este artículo no implica que el Parlamento esté votando nuevos recursos 
para el Poder Judicial. 


El artículo 4” refiere a equiparar la situación de los médicos forenses y de los funcionarios de los laboratorios 
de química y toxicología del interior de la República con la de los funcionarios de Montevideo. En una 
disposición legal de hace bastante tiempo se había creado una compensación que, si bien cuando uno recurre 
a la norma puede ver que en ella no se establece que sea por insalubridad, de hecho lo es. Por algo cuando el 
legislador establece quiénes la percibirían hace referencia a Laboratorio de Toxicología, Clínicas Forenses y 
Morgues. Era obvio que esta compensación se establecía debido a las condiciones de trabajo en esos lugares. 
Pero en virtud de esa misma norma, por un lado se creaba el beneficio -al que hacía referencia recién para 
explicar la reapertura de la posibilidad de incorporarse a la escala salarial-, pero por otro se excluía a los que 
tuvieran salarios equiparados o porcentuales en relación con los de los Magistrados. Hoy por hoy, para los 
que han ido optando por pasar a la nueva escala salarial, ha ido desapareciendo para ellos la imposibilidad de 
percibir esa compensación. A partir de economías, el Poder Judicial pudo financiar esta compensación para 
los técnicos de Montevideo, médicos forenses, funcionarios de Laboratorio de Química y Toxicología, 
funcionarios administrativos y cualquier otro que desempeñara tareas en la morgue y en el laboratorio porque 
queda claro que esto no refiere solo a los médicos; el hecho de que se otorgue también a los funcionarios 
administrativos y de servicio, cualquiera fuere el escalafón al que pertenecen, bastando que presten servicios 
en la morgue o en el laboratorio demuestra que refiere a insalubridad. Tal como dije, todo esto lo hemos 
financiado con economías. Ahora tenemos que solucionar la situación de los funcionarios del interior del 
país, porque las economías no alcanzan totalmente para cubrir los recursos que demanda la equiparación de 
situaciones casi idénticas y aclaro que digo "casi idénticas”, no porque la función sea diferente sino porque el 
volumen de trabajo y el tamaño de la morgue de Montevideo es distinto a los del interior del país. Pues bien, 


para ello se están solicitando los recursos necesarios, ya que consideramos que es de estricta justicia, porque 
no se puede tener a funcionarios técnicos que desempeñan la misma tarea con un régimen de retribución 
diferente. 


Según me acota la contadora, ese costo es de $ 7:545.645 de incremento para atender una solución que es de 
justicia para con estos técnicos y no técnicos -reitero- porque todo aquel que presta servicios en una morgue 
judicial tiene derecho a percibir la misma partida. 


El artículo 5” procura solucionar un tema que había quedado pendiente que es la recuperación salarial de los 
Defensores de Oficio. Como en su momento los Defensores de Oficio habían quedado excluidos -este no es 
el término que más me gusta- en la reestructura en función de que su salario estaba por encima de los 
definidos en la escala salarial para técnicos de igual grado y escalafón -esto fue objeto de conversación en la 
instancia anterior-, se les había otorgado sí un 2% como adelanto de recuperación salarial y se había 
establecido también que serían contemplados en la recuperación de un 7% que surgía de hacerse efectiva la 
cláusula gatillo que se disponía para el Poder Judicial a partir del aumento de recaudación del Estado, del 
Gobierno Central. Por lo tanto, llevan percibido un 2% y tendrían derecho a percibir lo que resulte del 7% de 
cláusula gatillo, pero de todas maneras, no estarían alcanzando el nivel de recuperación salarial que, para 
tomar un parámetro, tendrían los funcionarios de la Administración Central. Entonces, se pretende ahora que 
alcancen por lo menos la recuperación salarial de los funcionarios de la Administración Central porque el 
resto de los funcionarios judiciales tiene incluida la recuperación salarial en la reestructura. En la medida en 
que ellos no estaban contemplados, por las razones que señalé, estarían injustamente excluidos de un 
beneficio que sí tendrán todos los funcionarios públicos del país; como estamos hablando del Estado, no hago 
mención a los privados. Lo que se pretende con esta disposición es incorporar a estos funcionarios, de 
acuerdo con su legítimo derecho, para que puedan percibir la recuperación salarial. Ellos ya habían percibido 
ese 2% y, a su vez, a través de una gestión que hacen a nivel del Parlamento -por supuesto que no venía en el 
Mensaje del Poder Judicial- logran un incremento, aunque yo diría, mejor dicho, un desvío de los fondos 
solicitados por el Poder Judicial para incrementar el perfeccionamiento académico de los técnicos, que ya lo 
venían percibiendo entonces, obtienen que del Mensaje del Poder Judicial se cambie el destino previsto y se 
les otorgue exclusivamente a ellos. Eso les significó un porcentaje de incremento en sus remuneraciones y a 
través de este artículo se pretende que quede incorporado en la recuperación salarial. Por lo tanto, recibirían 
el 2% que ya percibieron, el incremento que tuvieron a partir de la gestión que hicieron para incrementar la 
partida para el perfeccionamiento académico, más lo que falte hasta completar ese porcentaje de la 
Administración Central. 


Esa es la razón de que aparezca este artículo 5” en el proyecto de la Suprema Corte de Justicia. Creo que no 
nos estamos olvidando de ninguna de las razones que lo justifican. 


SEÑOR ASTTI.- En el caso anterior no nos habían suministrado el costo; ¿en este caso tienen el costo 
correspondiente? 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO.- En este caso estamos hablando de $ 14:490.522. 


La contadora Gonnet me hace una acotación que es muy importante para el dominio de los señores 
legisladores, y es que los únicos Defensores que percibieron esa partida de perfeccionamiento académico - 
inclusive, se ha generado una diferencia injusta entre ellos- fueron los que tienen dedicación exclusiva, de 
acuerdo con la Rendición de Cuentas pasada. Esto procura equiparar la situación dentro del cuerpo de los 
propios Defensores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero informar a los legisladores que al final del Mensaje del organismo 
figura el costo de cada uno de los artículos. 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO.- El artículo 6” pretende consagrar una vieja aspiración del Poder Judicial 
-planteada en anteriores instancias presupuestales- que refiere a integrar al régimen de dedicación 
total a los funcionarios aquí mencionados. Por eso establece: '"Agrégase al artículo 393 de la Ley N” 
17.930 [...] los siguientes cargos: Sub Directores de División, Directores de Departamento, Secretario 
Abogado y Médico Asesor General del Instituto Técnico Forense, Sub Directores de Departamento y 


Asesores en Jurisprudencia". Si los señores legisladores quieren podemos manejar el costo ahora o 
bien recurrir a los números que figuran en el propio Mensaje. 


El artículo 7” lo único que procura es incorporar en la carrera a los Inspectores de los Juzgados de Paz que 
habían quedado al margen en la disposición anterior. Por eso establece: "Sustitúyese el numeral 5) del 
artículo 393 de la Ley N” 17.930 [...] por el siguiente: '5) Actuarios, Actuarios Adjuntos, Inspectores de 
Juzgados de Paz de la División Servicios Inspectivos'". Estos funcionarios técnicos de la División Servicios 
Inspectivos habían quedado excluidos. Se pretende que tengan la opción -en el legítimo derecho a su carrera- 
que mantienen los Actuarios de optar por el "full time" o estar en régimen de "part time", dado que el resto de 
los cargos técnicos del Poder Judicial están todos definidos como "full time". 


El artículo 8” contiene el incremento, que es muy menor, y pretende igualar una situación que se da en unos 
poquitos funcionarios que integran el despacho de los señores Ministros de la corporación. Lo único que 
establece es: "La partida anual de Servicios Personales establecida en el artículo 471 de la Ley N* 16.736 [...] 
se incrementará en $ 79.180 [...]". Uno de los dos Secretarios percibe una pequeña partida y esto se da en los 
cinco despachos de los Ministros. Estamos hablando de la equiparación de cinco funcionarios que quedaron 
rezagados, a pesar de que cumplen la misma tarea, con la misma dedicación y que requiere la misma 
confianza del Ministro para poder integrar el despacho. Como ven, es una cifra insignificante en el contexto 
de todo el presupuesto del Poder Judicial. 


El artículo 9” procura igualar otra situación que hasta ahora no ha sido contemplada. La remuneración de los 
cargos de particular confianza se define por las porcentualidades establecidas a partir de las partidas que 
perciben los Ministros de la Suprema Corte de Justicia. Los cargos de Director General y Sub Director 
General, así como el de Director Nacional de Defensorías Públicas se definen a partir de porcentualidades 
que arrancan con relación a la partida del Ministro de la Suprema Corte de Justicia. Una de las partidas que 
perciben los Magistrados es por el perfeccionamiento académico. Como decíamos hace un rato, también la 
perciben los Defensores de Oficio, los Actuarios, los Directores de División y algunos otros técnicos que 
puedo estar omitiendo, no así cuatro funcionarios de confianza de la Suprema Corte de Justicia que han 
quedado al margen. Ellos también tendrían que obtener una partida de perfeccionamiento cuando 
desempeñan tareas, no solo de confianza, sino de vital importancia para el funcionamiento del Poder Judicial. 
Por ende, se supone que tienen la misma razón para estar capacitándose constantemente como los demás 
técnicos que perciben esta partida. El costo no impacta fuertemente. 


El artículo 10 es una disposición que se recoge de planteos anteriores hechos por el Poder Judicial. Pretende 
que se asigne una partida adicional de créditos presupuestales por un monto de $ 6:352.800 con destino a la 
contratación de personal en el Escalafón R, que es el informático, por decirlo de alguna manera 


Muchos legisladores saben que hay una situación que debe corregirse. El Escalafón R ha debido crecer por la 
demanda de servicio. El Poder Judicial ha redefinido su política informática. La señora Presidenta de la 
Suprema Corte de Justicia, la doctora Bossio, ya mencionó el importantísimo proyecto que se lleva a cabo 
con fondos del BID y con una contrapartida nacional para establecer el sistema de gestión de los Tribunales, 
lo cual también impacta fuertemente sobre la estructura de las Divisiones Informáticas. Entonces, por un 
lado, la redefinición de la política con un ambiente "web" centralizado y, por otro, el impacto que generará 
esta inclusión en el Poder Judicial en el siglo en que vivimos en materia de gestión de sus oficinas, ha hecho 
que debiera incrementarse el número de funcionarios. ¿Cómo lo hemos hecho? A partir de la colaboración 
que han querido prestar funcionarios administrativos que tienen formación técnica en esta área; ellos se han 
integrado a las Divisiones. Por ese motivo, algunos funcionarios perciben salarios que son más o menos los 
que marca el mercado -porque el Escalafón R del Poder Judicial tiene retribuciones superiores al resto 
porque, de lo contrario, no se consiguen informáticos o están por breve tiempo y se van y la alta rotación 
impacta negativamente en el servicio-, mientras que otros, funcionarios administrativos, haciendo un 
esfuerzo muy similar, perciben el equivalente a su sueldo del Escalafón Administrativo. Con esta medida se 
procura sanear esa situación, concurso mediante porque en el Poder Judicial los cargos se están proveyendo 
por concurso, ya que integrantes anteriores de esta Corte así lo ha dispuesto. Como decía, evaluación 
mediante, todos aquellos que se desempeñen en esos cargos quedarán con un mismo régimen de retribución. 
Es muy importante solucionar una situación que es injusta y que, por otra parte, podría generar dificultades 
de funcionamiento al Poder Judicial. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- ¿Se sabe cuánta gente está en esta situación? 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO.- Aproximadamente, son quince o dieciséis funcionarios. La División 
Tecnología Informática funciona en Montevideo para todo el país y el nuevo diseño de la política 
informática hace que a muy breve plazo ni siquiera contemos con empresas contratadas en el interior. 
Por eso hablaba de la descentralización de la política informática y de la necesidad de contar con algún 
recurso más en Montevideo para atender remotamente los puestos de trabajo del interior de la 
República. 


El artículo 11 tiene que ver con la temática de violencia doméstica, que atienden los Juzgados ubicados en lo 
que eran las oficinas de la DGI, en las calles Rondeau y Valparaíso. Allí hay equipos técnicos 
multidisciplinarios que asisten a los magistrados de esa materia, que cumplen un régimen de permanencia a 
la orden que deben tener por el régimen especialísimo en el que trabajan -creo que ya no es necesario que lo 
explique-, por tratarse de una materia que requiere de la atención constante en días hábiles y no hábiles. Por 
supuesto que funcionan por turnos, manteniendo los equipos necesarios para atender la demanda que se 
presenta, que casi siempre es urgente, y lo hemos hecho también a partir de economías. Son esfuerzos que el 
Poder Judicial viene haciendo para sustentar la cuota mutual, los médicos forenses de Montevideo, la gente 
del laboratorio de química y los administrativos que trabajan en esas dependencias, por lo que también va a 
sustentar la permanencia a la orden de los equipos multidisciplinarios que atienden lo relacionado con la 
violencia doméstica. En consecuencia, puede llegar un momento en que tengamos serias dificultades para 
seguir atendiendo esto. Hemos venido soportándolo a la espera de que el Parlamento y el Poder Ejecutivo 
encuentren el momento económico y financiero del propio país para que nos puedan asistir con estos 
recursos, que son finitos, por lo que se nos pueden generar problemas de funcionamiento -espero que no sea a 
corto plazo- si no se nos asiste con esto que mínimamente estamos solicitando. 


La contadora Gonnet, que siempre nos acota datos muy interesantes -por eso está a mi lado-, me señala que a 
partir de esta Ley de Presupuesto se han creado cargos para el interior de la República, con los que se pueden 
formar equipos especializados para atender esta misma temática en los Juzgados de Familia que tienen 
competencia en violencia doméstica. Estos equipos van a demandar el mismo nivel de retribución y el mismo 
régimen de trabajo que los de Montevideo. Hoy por hoy, todavía no están formados porque la ley los fue 
posponiendo en el tiempo, pero el año que viene los vamos a tener instalados en el interior, al punto de que el 
Poder Judicial ya ha dado comienzo a los procesos de selección de estos funcionarios, ya que son procesos 
largos. Como yo refería antes, los ingresos son por concurso, así que se están procesando este año para que a 
partir de enero o febrero del año próximo que viene la Suprema Corte de Justicia pueda empezar a hacer las 
designaciones. Quiere decir que esto también se va a dar para el interior del país. 


El artículo 12 recoge la intención de la Suprema Corte de Justicia ya expresada el año pasado cuando intentó 
llevar a $ 1.500 la partida con destino al perfeccionamiento académico de los técnicos no magistrados que la 
perciben. Por ello, vuelve a establecer un incremento a partir de enero del año que viene de la partida anual 
asignada por el artículo 457 de la Ley N* 17.296, por un monto de $ 4:842.708, con el destino señalado. ¿De 
qué cargos? Los cargos de Actuarios, Actuarios Adjuntos, Secretarios 1 -que son los secretarios de los 
Tribunales de Apelaciones-, Inspectores, Directores de División y Director General del Instituto Técnico 
Forense. 


En el Capítulo Il, que refiere a Creaciones, Transformaciones y Supresiones, el Poder Judicial viene 
reiterando la necesidad -los datos estadísticos así lo determinan por el aumento de la carga de trabajo en 
materia laboral- de la creación de un Tribunal de Apelaciones más en materia laboral. El artículo 13 recoge 
este planteo y refiere a la creación de los cargos de los tres Ministros de Tribunal de Apelaciones. El artículo 
siguiente está asociado al anterior porque crea los cargos necesarios para el funcionamiento de ese Tribunal y 
se trata de las creaciones mínimas requeridas ya que, como ven, aparecen dos Administrativos 1 y dos 
Administrativos IV. Quiere decir que no estamos hablando de un número muy importante de funcionarios, 
pero estas creaciones sí van a posibilitar que los actuales Tribunales de Apelaciones del Trabajo puedan sacar 
sus sentencias de segunda instancia en tiempos más breves, siguiendo la línea deseada por la Suprema Corte 
de Justicia de abreviación de los procesos. En este caso, se trata de la temática de los trabajadores, una 
materia también muy sensible, como la que vimos hace un momento cuando nos referimos a la violencia 
doméstica. 


El artículo 15 pretende asignar una partida adicional con destino a la contratación de un traductor. Los 
números demuestran que el Poder Judicial gasta cifras más importantes año a año en traducciones que si 
tuviera esta partida y un funcionario contratado para ello. Si bien ingresaría por conceptos diferentes ya que 


uno es gasto y, en este caso, correspondería a retribuciones personales, para el Estado y Rentas Generales el 
dinero es el mismo y no está diferenciado. Creemos que redundaría en un ahorro en los recursos si se nos 
otorgara una partida que nos permitiera contratar un técnico, en este caso un traductor que tendríamos en 
forma permanente con dominio del inglés y el portugués. Excepcionalmente, si la sentencia viene en otro 
idioma, deberíamos contratar, como lo hacemos al día de hoy, pero la demanda es mucho menor porque los 
dos idiomas que habitualmente requiere la traducción son el inglés y el portugués. 


El artículo siguiente propone la creación de una partida de $ 5:000.000 con destino a la contratación de 
Mediadores en el Escalafón IV "Especializado" para la instalación de Centros de Mediación en el interior del 
país. Es una experiencia muy válida que todos conocemos, pero que funciona solo en Montevideo. Algunas 
de las dificultades que tenemos en nuestro país se deben a que sigue estando muy centralizado y pone al 
alcance de los ciudadanos de Montevideo algunas cosas a las que la gente del interior no tiene acceso. La 
experiencia ha sido muy buena, no solo expresado por el Poder Judicial sino por todos aquellos que han 
tenido contacto con la tarea de los Centros de Mediación. La Suprema Corte de Justicia procura extender esta 
posibilidad al interior del país, estableciendo un centro de mediación por cada una de las ciudades capitales 
del interior de la República con excepción del departamento de Canelones, donde serían instalados en Las 
Piedras, Canelones, Pando y Ciudad de la Costa. Es obvio señalar que Canelones concentra un número de 
habitantes muy importante, con un área metropolitana muy importante y con un número de oficinas 
judiciales, sobre todo en las ciudades de Las Piedras, Pando y Ciudad de la Costa, que está en constante 
crecimiento. Allí, la Suprema Corte de Justicia acaba de instalar nuevos turnos porque la demanda así lo 
requiere. 


El Capítulo HI prevé Gastos de Funcionamiento e Inversiones. 


El primer artículo adquiere una importancia inusitada y es por lo siguiente. El Programa de Fortalecimiento 
del Sistema Judicial que mencionábamos, que tiene un componente de 30% de recursos de contrapartida 
nacional y un 70% de fondos del BID, se ha venido desarrollando desde hace un largo tiempo. En su origen y 
en el contrato contaba con tres proyectos numerados del 1 al 3. El 1 y el 2 se llevaron adelante y se 
concluyeron; inclusive, por la gestión de la coordinación del proyecto, se llevaron a cabo con menos dinero 
del que originariamente se había previsto. Esto significó alguna economía, que se pretendía volcar al 
proyecto 3 -que es el fundamental porque va a desarrollar el sistema de gestión de Tribunales- ya que los 
dineros asignados a ese proyecto serían insuficientes. Quiere decir que la muy buena gestión llevada adelante 
con los proyectos 1 y 2, con un saldo positivo, permitió que se reforzaran los dineros correspondientes al 
proyecto 3. Pero, a su vez, el proceso de contratación de la empresa, que hoy ya ha comenzado a trabajar, ha 
sido lento y tedioso; ha habido recursos, se ha dejado sin efecto y se ha vuelto a comenzar; en algunos 
momentos, se terminó en Washington, cuando hubo algunos reclamos. Cuento esto de manera muy sintética 
para no abrumar a la Comisión con datos más ciertos, que los tenemos. En definitiva, después de ese largo 
peregrinaje, se llegó a contratar a la empresa a fines del año pasado. Este año ya se encuentra trabajando, está 
empezando a entregar sus primeros productos y, por ende, da comienzo la etapa más decisiva de este contrato 
de préstamo con el BID. Esto ha llevado a que durante ese período se haya ejecutado el dinero previsto. En 
consecuencia, no hay más remedio que reforzar la partida en esta instancia presupuestal; y debe ser en esta y 
no en otro momento no solo porque constitucionalmente así corresponde, sino porque la empresa ahora está 
trabajando y si este dinero no estuviera cuando la empresa entregue su producto, no se le podrá pagar. Esto 
significaría la caída de un proyecto que es vital para el funcionamiento del Poder Judicial, sin perjuicio de 
significar un incumplimiento del país como tal a nivel internacional porque este contrato de préstamo está 
firmado por el Poder Ejecutivo y no por el Poder Judicial. Esto fue firmado oportunamente con la 
participación de la OPP y del Poder Ejecutivo de entonces y, en definitiva, es un compromiso que asume 
internacionalmente el país. Por lo tanto, el Poder Judicial no solo no puede fallar porque es una herramienta 
válida para su modernización y su funcionamiento adecuado, sino porque el compromiso ha sido del país 
todo. 


Por otra parte, significaría que el dinero que ya se invirtió, que se gastó y bien, prácticamente, si no se 
completa esta parte, fuese gastado en vano, porque la pata fundamental de las tres con la cual el contrato de 
préstamo pretendía fortalecer al Poder Judicial estaría desapareciendo. 


Por eso es que me voy a permitir distraer a la Comisión, porque este artículo es muy importante. Lo voy a 
hacer con una anotación que traje -que le pedí a la coordinadora del proyecto, la doctora Ivonne Carrión-, y 
que define en tres líneas -no voy a tomar mucho tiempo a la Comisión- la situación actual de este proyecto. 


La doctora Carrión establece que el avance del proyecto se viene dando de acuerdo con el cronograma 
previsto, lo que resulta importante porque significa que en este momento no estamos con retrasos. Se ha 
cumplido toda la etapa de acciones previas que yo señalaba, y en este momento, dentro de la Fase 1, estamos 
en la elaboración de la metodología de la documentación de la infraestructura jurídica. También estamos 
cumpliendo una etapa de diagnóstico de la propia Fase 1. A su vez, el consorcio contratado entregó los 
productos, que son la propuesta de funcionamiento, la definición de la infraestructura tecnológica, y en este 
momento, también está trabajando en la Fase 2, que ya es propiamente el desarrollo del Sistema de Gestión 
de Tribunales. Me acota la coordinadora del Proyecto que la no disponibilidad de los fondos solicitados 
compromete el cumplimiento del contrato con el consorcio, lo que impediría la culminación de las últimas 
etapas del proyecto, restando sentido a todos los esfuerzos hechos y a los recursos utilizados hasta el 
momento por el Programa de Fortalecimiento. En consecuencia, se estaría renunciando al objetivo estratégico 
del Poder Judicial y del país en el sentido de mejorar los servicios de justicia por la vía de la implantación de 
un nuevo modelo de gestión en los despachos judiciales. 


Creo que la doctora Carrión sintetiza en forma mucho más clara lo que yo quise explicar a la Comisión, pero 
pretendí que contaran con todos los elementos -reitero- porque para el Poder Judicial todo la consagración de 
este artículo es muy importante. 


El artículo 18 también propone una disposición que ya vino en instancias anteriores, y es una partida que 
permitiría a la Suprema Corte de Justicia obtener los recursos para atender adecuadamente la normativa que 
surge del artículo 113 del Código de Procedimiento Penal en aquellas localidades del interior del país en las 
que deben intervenir órganos jurisdiccionales, por aplicación del artículo 45. El hecho de que el ciudadano 
deba tener asistencia letrada desde las primeras instancias -lo que todos vemos con agrado como 
consagración legislativa-, luego debe verse reflejado en los hechos con que la asistencia pueda brindarse. Los 
servicios de Defensoría de Oficio del interior de la República en muchos casos no pueden llegar, hasta por 
razones de distancia; a veces la caminería rural no es la más adecuada, los medios de transporte público 
quizás van a una hora de la mañana y otros vuelven a la tardecita. Entonces, si un Defensor se trasladara en 
esas condiciones, desatendería la Defensoría en la ciudad en la que tiene asiento, lo cual es imposible. Con la 
aplicación de la norma se posibilitaría de alguna forma la atención de esta demanda que, reitero, ya vino en 
Presupuestos anteriores y que procura exclusivamente el cumplimiento de la ley. 


Quizás hasta debería abstenerme con relación al tema que sigue y otorgar la palabra a algunos de los señores 
Ministros de la Corporación, porque en definitiva, si bien como abogado podría hablar, me parece que dado 
que estas son propuestas de carácter procesal los Ministros están en mejores condiciones de explicarlo, por lo 
que sería bueno que fuesen ellos quienes hicieran uso de la palabra en caso de que los señores legisladores 
necesitaran alguna aclaración. 


Si el señor Presidente y los señores Ministros lo estiman conveniente, preferiría, de acuerdo con el ámbito 
administrativo que represento, terminar por aquí mi exposición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Leslie Van Rompaey. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Con el artículo 19 reiteramos una norma por la que la Suprema Corte de 
Justicia debería expedirse preceptivamente sobre "anteproyectos de ley relativos a normas sobre 
competencias o de procedimientos, o que asignen nuevas funciones a los órganos jurisdiccionales, y que 
de cualquier manera puedan determinar la afectación de recursos humanos o materiales del Poder 
Judicial, los que a tales efectos deberán ser sometidos a su consideración por los restantes Poderes del 
Estado". 


Queremos descartar a priori que esto pueda significar una injerencia en lo que tiene que ver con las facultades 
constitucionales de que dispone cualquier Poder del Estado, o que esto afecte el principio constitucional de 
separación de Poderes. Simplemente se trata de un esfuerzo de cooperación interinstitucional por el que se 
determinará que en cada caso en que se proyecten normas de este tipo, la Corte o el Poder Judicial emitan su 
opinión a efectos de que no se sancione una norma determinada que finalmente implique serias dificultades 
de implementación y de aplicación práctica, como se ha dado en algunas situaciones. 


A su vez, señalamos que, sin la existencia de esta norma, en reiteradas oportunidades el Poder Ejecutivo -por 
ejemplo, cuando se redactó el proyecto de ley llamado de humanización carcelaria o de 


descongestionamiento de los centros de reclusión- tuvo un diálogo fluido con el Poder Judicial, y de ese 
modo se llegó a un texto que recogía prácticamente todas las observaciones que había efectuado la Suprema 
Corte de Justicia en esa instancia. 


Esa es la base conceptual de esta norma que, reitero, a nuestro juicio no interfiere en absoluto con el principio 
constitucional de separación de Poderes, y significa -digo otra vez- una simple cooperación interinstitucional 
para que la puesta en vigencia de normas que modifiquen procedimientos o que asignen nuevas funciones a 
los órganos jurisdiccionales sea más efectiva. 


El artículo 20 deroga el artículo 257 de la Ley N” 13.640, de 26 de diciembre de 1967, que establece el 
Registro Público de Comercio a cargo de las Actuarías de los Juzgados Letrados, lo que naturalmente es una 
función que nada tiene que ver con el ejercicio de la función jurisdiccional en aquellos casos en que no están 
los titulares de los Registros Públicos. Para nosotros esta no es una norma esencial, pero sí recoge una 
legítima aspiración en el sentido de no sobrecargar tareas en aquellas funciones que no son propias. 


El artículo 21, que refiere al Registro de Estado Civil a cargo de los Jueces de Paz del Interior, establece que 
este pasará a funcionar, antes del 1” de enero de 2010, en Oficinas dependientes de la Dirección General del 
Registro de Estado Civil; y agrega que la recaudación por concepto de esta actividad que cumplan las sedes 
del Poder Judicial en el interior, será transferida a éste con destino a financiar los gastos de funcionamiento e 
inversiones que requiere dicho servicio. Este proceso de transferencia de las funciones del Registro del 
Estado Civil de la órbita del Poder Judicial hacia el Poder Ejecutivo -Ministerio de Educación y Cultura-, ha 
sido completado en Montevideo y su ejecución ha comenzado en algunas ciudades del interior. Lo que esta 
norma pretende es simplemente que ese proceso se agilice y se complete en el tramo del acontecer histórico 
al que refiere. En realidad, las Oficinas que dependen de la Dirección General del Registro de Estado Civil 
deben asignarse al Poder Ejecutivo. 


El artículo 22 contiene una norma para que, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 507 de la Ley N* 
16.736, no se efectúen traslados en comisión o designación en cargos de particular confianza a funcionarios 
del Poder Judicial, salvo que se habiliten previamente los créditos suficientes para efectuar nuevas 
contrataciones con iguales características a las de los funcionarios trasladados. Nosotros hemos sufrido un 
proceso de trasiego de funcionarios hacia otros organismos públicos -estamos hablando de decenas; no tengo 
la cifra exacta, pero son casi cuarenta-, privándonos de la posibilidad de concursar, pero por otra parte, 
seguramente esos funcionarios han sido elegidos por sus cualidades personales, son excelentes funcionarios 
que no prestan más funciones en el Poder Judicial y que correlativamente, al reservarse esos cargos, no se 
pueden suplir.En verdad, esto a veces nos crea dificultades reales en la prestación adecuada de los servicios. 


Por último, el artículo 23 requiere una explicación más circunstanciada. Nosotros advertimos con creciente 
preocupación que la duración de los procesos laborales en primera instancia se viene incrementando 
paulatinamente con el correr del tiempo, debido al aumento de la demanda. En estos procesos laborales se 
presentan numerosos testigos, lo que determina que las audiencias se vayan dilatando en el tiempo. El 
promedio al que hemos arribado últimamente, es decir, una duración promedial de catorce meses en primera 
instancia, nos parece excesivo. A tales efectos, habíamos constituido una Comisión de Magistrados, algunos 
de ellos integrantes de la Cátedra de Derecho Procesal, para que nos proyectaran alguna norma simple que 
pudiera tener un impacto inmediato en la abreviación de los procesos laborales. La norma que recogimos del 
proyecto que presentó esta Comisión refiere a que en los procesos de competencia laboral no podrá 
proponerse más de dos testigos respecto de cada rubro de retención. Esto, naturalmente, significaría que las 
audiencias de testigos fueran mucho más breves, lo que repercutiría inmediatamente en la abreviación del 
proceso en primera instancia. 


Sabemos que esta norma ha levantado resistencias por parte del Instituto de Derecho Laboral y de la 
Asociación de Abogados Laboralistas, en el sentido de que de alguna forma se vulneraría el ejercicio del 
derecho de defensa por los trabajadores. De ninguna manera está en nuestro espíritu introducir una norma 
que afecte en lo más mínimo los derechos de los trabajadores y su protección jurisdiccional. Por lo tanto, si 
esta norma realmente suscita ese tipo de reparos, no tenemos ningún inconveniente en retirarla. Es más: en 
estos días, hemos mantenido reuniones -en forma particular y en representación de la Corte- con el señor 
Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social, doctor Bruni, y con el doctor Oscar Ermida del Instituto de 
Derecho Laboral. La Corte ya ha dispuesto la creación de una comisión integrada por dos representantes de 
cada organismo -esto es, Suprema Corte de Justicia, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social e Instituto de 


Derecho Laboral-, a los efectos de la redacción de un articulado breve, de un proyecto conciso, que recoja la 
adhesión del Poder Ejecutivo y de la Suprema Corte de Justicia -reitero que también en un esfuerzo de 
cooperación interinstitucional-, que tenga una rápida sanción legislativa y que nos permita concretar ese 
propósito que entendemos fundamental: abreviar los procesos laborales, por la alta sensibilidad social de la 
materia. No es posible que en el caso de que los trabajadores reclamen sus créditos laborales, el Poder 
Judicial no les dé una respuesta inmediata. 


SEÑORA CABALLERO.- Quisiera realizar una consulta de orden general, vinculada con el Centro de 
Estudios Judiciales del Uruguay. 


Hemos recibido la aspiración del Colegio de Abogados del Uruguay de integrar la Comisión que dirige el 
CEJU. En principio, parece lógico que ese ámbito, que hace a la formación de los Magistrados, comprenda 
también a los abogados que son partícipes evidentes de los servicios judiciales. Como aquí se ha mencionado, 
la Asociación de Magistrados, institución eminentemente gremial, fue incorporada recientemente. Podría 
explorarse alguna alternativa similar de designación que pudiera comprender al Colegio de Abogados. Esta 
iniciativa no tendría costos presupuestales. En principio, el Partido Nacional estudiaría la posibilidad de 
presentar un aditivo en este sentido, pero quisiéramos conocer la opinión de ustedes sobre la posibilidad de 
integrar el Colegio de Abogados del Uruguay al CEJU. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Este organismo surge a raíz de una iniciativa en 1987 del entonces Decano de 
la Facultad de Derecho de la Universidad de la República, doctor Adolfo Gelsi Bidart. En primera 
instancia, se conformó con la adhesión de la Suprema Corte de Justicia de la época y, posteriormente, 
en 1988 o 1989 -no recuerdo bien- con la participación, en un convenio tripartito, del Ministerio de 
Educación y Cultura a través de la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación. 
Posteriormente, en 1996, ese organismo fue incorporado al Poder Judicial, y la Comisión Directiva 
mantuvo esa conformación tripartita de su origen. En el año 2006, se incorporó a la Comisión 
Directiva del CEJU un representante de la Asociación de Magistrados del Uruguay. 


Se trata de un organismo del ámbito del Poder Judicial, que integra ese Poder, que fundamentalmente se 
dirige a la capacitación de Jueces. En su origen, también capacitaba a los integrantes del Ministerio Público, 
pero no lo hace a partir del año 1996 o 1997, momento en que se creó una unidad de capacitación en la órbita 
del Ministerio Público y se dejó de capacitar a Fiscales. En consecuencia, allí se brinda una formación 
especializada para los aspirantes a Magistrados y para los Jueces en actividad. 


En cuanto a la conveniencia de la integración del Colegio de Abogados a esa Comisión Directiva del CEJU, 
si bien puede haber razones poderosas que lo indiquen, no creemos que ellas sean esenciales para el 
funcionamiento de ese Centro, pues se trata -reitero- de una capacitación dirigida fundamentalmente a los 
Magistrados, con peculiaridades y particularidades propias de la profesión que se ejerce. Obviamente, si el 
Poder Legislativo así lo dispone, la Corte no va a tener inconveniente alguno en integrar al Colegio de 
Abogados, pero no ha tenido iniciativa en ese sentido. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Hace relativamente pocos días recibimos una solicitud del Colegio de 
Abogados del Uruguay en el mismo sentido de la intervención de la señora Diputada. Sucede que esa 
solicitud se elevó a estudio de los Ministros de la Corte -en lo que llamamos circulación rápida-, pero 
aún no hay acuerdo. En este momento, la Corte como institución no tiene posición asumida sobre la 
integración de delegados del Colegio de Abogados a la Comisión Directiva del CEJU. 


SEÑOR YANES.- Voy a realizar algunas preguntas particulares y otras más genéricas. 


Con respecto al señalamiento de que el material de la Asociación de Funcionarios Judiciales del Uruguay se 
desconoce por parte de los funcionarios, quisiera saber por qué no se ejecutó una partida de $ 15:000.000 del 
rubro "Servicios Personales. Esta es una pregunta general. 


La otra pregunta general, que tiene que ver con algo a lo que se hizo referencia en más de una ocasión, refiere 
a si hoy todos los ingresos se realizan por concurso y si existe algún tipo de excepciones. El año pasado 
participé de unas jornadas de la Asociación de Funcionarios Judiciales, en las que algunos funcionarios 
querían saber si seguía presente eso de que los hijos de los funcionarios tenían algún tipo de prioridad. 


Ahora voy a plantear algo en particular, ya que soy Diputado por el departamento de Canelones. En la 
Ciudad de la Costa existe un local donde funcionaba antes el Poder Judicial, frente a la Tienda Inglesa, y está 
abandonado. Y me enteré de dos cosas. Por un lado, que se está buscando local para la Defensoría de Oficio, 
si no me equivoco y, por otro, el INAU está buscando un local, porque había hecho un alquiler pero no sirvió 
funcionalmente. 


Preocupado por saber cómo dar una mano en la ubicación de infraestructura, advertí que esa infraestructura 
estaba abandonada en un lugar muy cotizado e importante de la ciudad. Quiero saber si se va a hacer uso de 
ese local y si podíamos hacer algún tipo de contacto para colaborar y dar alguna utilidad social al local 
situado a la altura del kilómetro 21,5 o 22. 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO.- Efectivamente, en el año 2006 quedó un saldo sin ejecutar. De la lectura 
de los saldos de ejecución se desprende que la ejecución del Rubro 0 de Rentas es de un 98,64%. ¿Por 
qué quedó sin ejecutar? La respuesta es sencilla. Los recursos del Rubro 0 se ejecutan en la medida en 
que tenemos funcionarios que están percibiendo sus salarios. Si tenemos vacantes, es evidente que ese 
dinero no se puede gastar porque está destinado a salarios de funcionarios que están efectivamente 
desempeñando tareas. A veces, por razón de la demora en los procesos de selección de personal para 
cubrir las vacantes -como son los concursos- de hecho se generan economías. Este año tenemos cargos 
para los que se están produciendo concursos, como el caso de los asistentes sociales, que están 
generando economías. Entonces, la economía no solo es legítima, genuina, sino que un acto de buena 
administración hace que si los cargos no están ocupados, esos dineros deban volver a Rentas. Lo 
contrario sería hacer un uso dispendioso de recursos -como los tengo, los gasto-, por la vía que fuera. 
Con esto no estoy calificando, pero a mí se me pregunta por qué quedaron recursos. Quedaron 
recursos porque hay cargos que están vacantes. En cualquier institución pública es imposible que la 
plantilla esté al ciento por ciento todo el año. 


A eso debemos sumar que en el Rubro 0 se incluyen partidas que son salario para aquellos que tienen opción 
por la dedicación total. Entonces, si el funcionario que tiene esa opción, como es el caso de los actuarios, 
opta por ser "part-time" -con lo cual puede ejercer su profesión de escribano-, ese plus, ese 60% queda sin 
ejecutar, porque era un dinero destinado al "full-time" que no se usa. Esa es la razón de que no se pueda ni se 
podrá nunca ejecutar el 100% del Rubro 0, que es Retribuciones Personales. 


Los destinos que puedan o no tener -entiendo que la pregunta tal vez conlleve otra intención, y lo digo en el 
buen sentido del término "intención": cuando los funcionarios lo plantean- es una decisión que toma la 
Suprema Corte. Es una decisión política de la Suprema Corte cuando, advertida de que hay un saldo, opta por 
distribuirlo entre los funcionarios que efectivamente están prestando funciones o, simplemente, no se 
distribuye y vuelve a Rentas. 


La explicación de la existencia de recursos es muy fácil y es la que acabo de dar: el recurso no fue ejecutado 
porque hay cargos vacantes y hay funcionarios que no utilizan su opción por el "full-time". Ahora, si la 
pregunta es por qué habiendo esos recursos, estos no fueron distribuidos, esa es una decisión política que 
toma la jerarquía máxima del Poder Judicial, que es la Suprema Corte de Justicia. Cuando entiende que es 
pertinente y está alertada a tiempo, lo distribuye. Si no es así, obviamente que no se produce la distribución. 


La segunda pregunta tiene relación con el mecanismo de ingreso de los funcionarios. Yo había señalado que 
se hacen todos por concurso, y es cierto. Me preguntaba cuál era la excepción, y hay una. La única situación 
cuyo ingreso no se realiza por concurso es la de los auxiliares, que es lo que en otros organismos se llama 
conserjes. En el caso del Poder Judicial la definición del cargo es de auxiliar. Es hasta ahora la única 
situación en que la Suprema Corte de Justicia procede a la designación directa. 


En los demás casos, hay un matiz con respecto al ingreso de administrativos. En el interior de la República, 
en los dieciocho departamentos el ingreso es por concurso, al que se convoca por la prensa. Allí se inscribe 
aquel que considera que reúne los requisitos necesarios, y luego concursa. En Montevideo no se puede hacer. 
Se intentó hacerlo en una época anterior a todos nosotros; al menos los actuales Ministros y quien habla no 
estábamos. Se hizo un llamado abierto, se inscribieron miles de personas y, en definitiva, hubo que contratar 
el edificio del Palacio Peñarol o algo por el estilo para efectuar un sorteo, que no asegura el acceso de los 
mejores, sino de quienes tuvieron más suerte en el sorteo. 


Entonces, ¿cómo se procede en Montevideo? De alguna manera, daré respuesta a otra parte de la pregunta del 
señor Diputado en lo que respecta a si los hijos de los funcionarios tienen alguna preferencia, prioridad o 
mejor derecho. ¿Cómo acceden? En Montevideo, a partir de una lista que los señores Ministros de la Corte 
confeccionan con las solicitudes que llegan a sus despachos. Obviamente, quienes más llegan hasta los 
despachos de los Ministros son los hijos de los funcionarios que son recibidos por los Ministros, sus nombres 
son incorporados al Registro y, cuando llega el momento del concurso para su ingreso como administrativos 
en Montevideo, los Ministros pasan a la Dirección General -aproximadamente 60 por cada Ministro-, 
conformando ese total de 300 aspirantes con que se hace el concurso de Montevideo. 


O sea que el mecanismo es concurso para todos los cargos, excepto auxiliares; concurso abierto a través de 
un llamado por la prensa para toda la República, menos Montevideo, por razones de hecho y no porque sea 
voluntad de la Corte limitar la posibilidad de ingreso a Montevideo a quienes no estén vinculados al Poder 

Judicial. Pero aun no estándolo, en la medida en que pueda llegarse al despacho de alguno de los Ministros, 
vienen luego en la lista con la cual proceden a concursar. 


La tercera pregunta tiene relación con la situación locativa del Poder Judicial en la Ciudad de la Costa. El 
local que el señor Diputado refiere es propio del Poder Judicial y no está totalmente abandonado. Pero no es 
funcional, no porque esté mal ubicado, sino porque se inunda. El señor Diputado conoce la zona y sabe que 
allí hay problemas cuando llueve: se inunda la planta baja. Por ende, lo tenemos ocupado solo arriba, con 
archivos. En la planta baja no se puede tener nada porque se inunda. Por esta razón, el único destino que le 
puede dar el Poder Judicial es ese, ya que al estar en la planta de arriba el agua no llega a los expedientes. 
Ciertamente, dada la superpoblación de nuestras sedes en la Ciudad de la Costa, la constante demanda de esa 
zona, la necesidad de establecer nuevos turnos judiciales, de lograr un crecimiento de la Defensoría de Oficio 
y de contar con más funcionarios administrativos, las oficinas que tenemos hoy resultan insuficientes por el 
tamaño. No son inadecuadas desde el punto de vista edilicio y el señor Diputado las debe de conocer. Es por 
eso que ya se ha procedido al arrendamiento de un local en el que se van a instalar los actuales Juzgados de 
Paz departamentales de Ciudad de la Costa y la Defensoría de Oficio, para posibilitar ganar espacio en donde 
están hoy los Juzgados de Paz departamentales, y allí se instalarán nuevos despachos de Juez Letrado. O sea 
que la razón por la que estamos buscando un local es esa, y la explicación de por qué tenemos subutilizado el 
otro local es la que acabo de señalar. 


De solucionarse el problema de la inundación, a nosotros nos facilitaría el trabajo y nuestra propiedad 
adquiriría mayor valor porque si bien es una zona valiosa, me imagino que en caso de ponerse a la venta nos 
será difícil encontrar comprador si se inunda la planta baja. O sea que solucionar los problemas de 
inundación allí nos haría un bien, porque la propiedad adquiriría otro valor y la podríamos usar o, 
eventualmente, la Suprema Corte de Justicia verá el destino a darle, aun por la vía de algún acuerdo. El señor 
Diputado señalaba a algún organismo público que puede estar necesitándolo, pero hay un problema de 
inundación a solucionar primero. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero hacer dos preguntas sobre dos temas que se han mencionado y 
que requerirían de parte de la Suprema Corte de Justicia algún grado de profundización. 


En cuanto al artículo 23, la explicación del doctor Van Rompaey está indicando o al menos insinuando que la 
Corte no tendría inconveniente en dejar esta disposición en suspenso y, en todo caso, avanzar en una solución 
de carácter más integral, lo cual creo que es razonable y prudente. 


En materia laboral, es claro que el país tiene un desafío desde el punto de vista de la codificación de las 
normas laborales y, por cierto, también desde el punto de vista de los procesos y del acortamiento de los 
juicios. Desde ese punto de vista, si bien el objetivo del artículo 23 estaría precisamente centrado en la 
celeridad o acortamiento de los plazos, también es verdad que podría llegar a generar algunas dificultades o 
interpretaciones erróneas desde el punto de vista de las mayores garantías o la mejor situación de defensión 
de los interesados y, en particular, del sector más débil de la organización laboral, que son los trabajadores. 


En la Comisión de Legislación del Trabajo recibimos tanto al Instituto de Derecho del Trabajo y de la 
Seguridad Social como a la Asociación Uruguaya de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, que 
fueron muy enfáticos en la oposición a esta disposición, en particular fuera del contexto que acabo de 
describir. En ese sentido, si esto llegara a confirmarse, me alegraría de que se dejara sin efecto la aprobación 


de este artículo y también de que, efectivamente, se hubiera conformado una Comisión interinstitucional a los 
efectos de avanzar en una solución más completa, más sistémica. 


Con relación a esa Comisión -más allá de que eso ya se sale de la Rendición de Cuentas-, quiero saber si la 
Corte está manejando plazos eventuales en los que podría esperarse algún resultado desde el punto de vista 
de algún proyecto vinculado con esto. Al mismo tiempo, ¿qué posibilidades hay de que para viabilizar la 
solución el Parlamento tenga alguna participación por la vía de las Comisiones especializadas? Más allá de 
que la decisión final corresponde al Parlamento en su conjunto, una vez que el anteproyecto se convierta en 
proyecto de ley y pase por las Comisiones respectivas, hay buenos antecedentes de iniciativas o de soluciones 
legislativas en las que la intervención o la participación en las deliberaciones, antes de la instancia 
parlamentaria, de las Comisiones involucradas o de algunos delegados de los partidos políticos con 
representación parlamentaria, ayudó a allanar el camino. Lo digo porque es una materia bastante compleja y 
no será sencillo encontrar una solución eficaz y definitiva. 


Reitero que me alegro, porque además está claro que las facultades que aquí se reafirma que los Jueces tienen 
en materia probatoria están perfectamente vigentes a los efectos de que desde ya puedan eventualmente 
discernir, y que en aquellos casos en los que haya que habilitar prueba la habiliten y en aquellos casos en que 
deban limitarla, la limiten. 


Concretamente, mi pregunta tiene que ver con las características y las perspectivas de trabajo de esa 
Comisión, porque me parece un tema muy importante. 


El señor Diputado Yanes se me adelantó al preguntar con relación a la partida de $ 15:000.000. Si bien la 
devolución de ese dinero generó enojo y alguna reacción, inclusive pública, en los funcionarios judiciales, 
ellos lo vinculaban aparentemente, sí, a una distribución de ese dinero entre ellos pero también a la 
posibilidad de que con eso se financiara la creación de nuevos cargos y una eventual reestructura 
administrativa. También quiero preguntar con respecto a esto, porque en función de que fue un dinero que 
aparentemente se ahorró o que por lo menos no se ejecutó, que no se utilizó, en la concepción de la Corte a la 
hora de definir su presupuesto pudo haber estado incluida -en las definiciones que acaban de ser explicadas o 
en otras que no fueron explicadas porque no fueron incorporadas- una reestructura que beneficiase, por 
ejemplo, al conjunto de los funcionarios administrativos del Poder Judicial. Quisiera que se abundara al 
respecto, ya no para que se aclare por qué el dinero fue devuelto -que quedó explicado- sino en qué medida 
se pudo haber tenido en cuenta en la Rendición de Cuentas que estamos analizando, si es que no se tuvo en 
cuenta. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Quiero hacer una consulta con respecto a la demora en la 
contratación de personal auxiliar, que podrían haber hecho con anterioridad. Están en trámite los 
llamados a concurso; eso es algo que nos reclamaron que consultáramos, y en parte ha sido 
respondido. 


Voy a hacer otra pregunta en cuanto al articulado. En el artículo 15 se habla de una partida adicional para la 
contratación de personal en el Grado 12 del escalafón. Ya que los rubros existen, ¿por qué razón no se pide 
autorización para hacer una trasposición? Acá está la contadora, que nos puede decir si hay posibilidad de 
hacerlo. Creo que esa podría ser una solución. 


En el artículo 18 se menciona una partida de $ 2:400.000. Parte de ello está destinado a atender a las 
localidades del interior del país donde no está presente el Poder Judicial, lo que me parece muy bien. Según 
entiendo, esto no comprende lo que voy a plantear. Les voy a hacer llegar una carta, que viene arrastrándose 
desde octubre de 2004, de vecinos de una pequeña localidad del departamento de Lavalleja, de Zapicán - 
famosa porque allí se hizo el primer Consejo de Ministros fuera de la capital que hizo el Presidente de la 
República-, de donde se levantó el Juzgado de Paz. Por las dificultades de transporte, a los vecinos muy 
carenciados se les hace difícil ir hasta Batlle y Ordóñez, más aún cuando no hay líneas de transporte diarios 
para esa otra localidad. Lo que piden es que cada quince días haya una visita, que no necesariamente debe 
tener un local asignado porque tanto la Intendencia Municipal, a través de su Junta Local, como la Policía, 
han ofrecido sus locales para que pueda hacerse la intervención del Juzgado de Paz en la localidad. Tengo 
entendido que el local en Zapicán se cerró para ahorrar el alquiler, y con toda seguridad no valdría la pena 
mantenerlo. 


Yo no soy abogada y por eso voy a trasladar una inquietud que me ha hecho llegar gente que sí entiende del 
tema. En el interior del país, los Juzgados de Violencia Doméstica se estarían cubriendo en los Juzgados 
Letrados, donde los hay. La pregunta que me hacen es qué impedimiento hay para que el Juzgado de Paz, 
especializándose, se pueda encargar de este tema, aun en los lugares donde hay Juzgados Letrados, como por 
ejemplo, en las capitales departamentales del interior. 


SEÑOR TAJAM.- En el artículo 17 se pide no sé si una ampliación del contrato de préstamo para un 
proyecto que tiene financiamiento con endeudamiento externo. Estaba mirando que el Proyecto 801 del 
Programa de Fortalecimiento del Sistema Judicial Uruguayo tiene que ver con la informatización del 
sistema. Acá se están pidiendo $ 55:000.000 más, y el año pasado no se ejecutaron $ 36:000.000. No es 
la primera ocasión en que constatamos problemas de ejecución en proyectos dedicados a la 
informatización. 


Entonces, más allá de que hay alguna explicación en torno a que hubo problema con la negociación con el 
PNUD, con la licitación, me gustaría que se abundara en el tema, porque se está pidiendo una importante 
ampliación de recursos pero el año pasado la ejecución había sido muy baja. 


SEÑOR MACHADO.- Quiero hacer una pregunta relacionada con lo que preguntó el señor Diputado 
Yanes sobre el ingreso de funcionarios al Poder Judicial, mencionando a los parientes de los 
funcionarios. Me sorprendió la respuesta del señor Secretario de la Suprema Corte de Justicia, quien 
deja en claro que habría una cierta ventaja de los parientes de funcionarios, quienes tienen mucho más 
acceso que cualquier otro ciudadano común y corriente a los Ministros de la Corte, que son los que 
elevan esas listas. Pregunto: ¿la Suprema Corte de Justicia no ha pensado en otro sistema que dé 
mayores garantías a todos los uruguayos para el ingreso al Poder Judicial? 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Me voy a referir exclusivamente a la inquietud planteada por el señor 
Diputado Pablo Abdala relativa a la instrumentación y puesta en funcionamiento de esta Comisión que 
recientemente la Corte decidió establecer a los efectos de lograr un proyecto de ley breve y conciso, que 
tenga un impacto inmediato sobre la abreviación de los procesos laborales. 


Nosotros integramos esa Comisión con dos delegados por cada organismo -Poder Judicial, Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social e Instituto de Derecho Laboral-, pero la sugerencia del señor Diputado Pablo 
Abdala me parece de recibo; transitaríamos por una vía aún más eficiente de la que planteamos en esta 
primera resolución. No visualizo con exactitud cómo se instrumentaría la participación de parlamentarios, de 
integrantes de las Comisiones del Parlamento vinculadas con esta materia, pero desde ya digo -aquí asumo, 
sin inconvenientes, la representación del Poder Judicial- que no habrá ningún inconveniente en integrar a esa 
Comisión a delegados del Poder Legislativo; con ello nos aseguraríamos un tránsito más expeditivo de este 
proyecto y quizás una inmediata receptividad por el Poder Legislativo. 


Reitero que me parece una idea interesante y que no tenemos ningún inconveniente en que se incorporen esos 
delegados a esta Comisión. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Sobre este punto, quiero señalar lo siguiente. 


Obviamente, el señor Diputado Pablo Abdala interpretó correctamente la posición de la Corte en este 
momento. La intención de la Corte fue proponer una vía de agilitación del proceso laboral, pero al encontrar 
resistencia de la Cátedra de Derecho Laboral y de la Asociación de Abogados Laboralistas, la Corte no tiene 
inconveniente en ubicarla en otro ámbito de debate. 


No obstante, creo recordar que cuando se analizó el Código General del Proceso, se produjo un intenso 
debate doctrinario sobre la conveniencia o no de que existieran normas especializadas para el proceso laboral 
diferentes de las normas del proceso no penal en general. En aquel momento, el legislador optó por 
incorporar el proceso laboral al sistema procesal general que establecía el Código General del Proceso, sin 
perjuicio de establecer algunas particularidades, por ejemplo la iniciativa probatoria del Juez laboral o las 
posibilidades del Juez en materia laboral de integrar la pretensión en caso de clara desinformación del 
postulante, pero -reitero- dentro de un tronco común del proceso no penal. 


Esta iniciativa se inscribía en ese mismo sentido que adoptó el legislador de 1989, al establecer algunas 
particularidades muy especiales para el proceso laboral, sin crear un proceso laboral autónomo o diferenciado 
absolutamente del proceso no penal en general. Creo que es una opción que habrá que debatir en esa 
Comisión con seriedad y con todos los argumentos sobre la mesa. 


Quizás, también sería conveniente la inclusión en ese ámbito de la Cátedra de Derecho Procesal de la 
Universidad de la República que creo, en su momento, sostuvo una opinión diferente a la de la Cátedra de 
Derecho Laboral de la Universidad de la República. 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO.- Traté de tomar nota de las preguntas que se han formulado, pero si 
omito alguna solicito a los señores Diputados que nos la recuerden. 


El señor Diputado Pablo Abdala pedía mayor información sobre el saldo positivo del Rubro 0 del año pasado. 
Algunos de los planteos de los funcionarios referían a contratar más empleados -es cierto; yo vi lo 
manifestado por ellos en algún medio de prensa escrito- con las economías. Eso no es posible porque son 
economías variables, que existen un año, pero en otro pueden ser menores y, al siguiente, no existir, o ser 
irrelevantes. Yo mismo anunciaba que siempre habrá un saldo no ejecutado por razones de tardanza en 
realizar los ascensos, debido al proceso que lleva a través de los tribunales, a los procesos de concurso 
cuando se trata de incorporar funcionarios; eso siempre genera alguna economía, pero la contratación es un 
gasto permanente. Si contratamos funcionarios, no los vamos a despedir luego; sé que no es lo que plantea la 
Asociación de Funcionarios, que cuando podamos, contratemos, y que cuando no, cesemos el contrato y lo 
mandemos para la casa. Eso sería perjudicial para el servicio, sin contar con lo que generaría al funcionario, 
además, por la incertidumbre de no saber hasta cuándo tendría su trabajo. Sería absolutamente impensado 
proceder de esa manera. Entonces, contratar nuevos funcionarios está absolutamente descartado porque, 
reitero, las economías no se generan todos los años en igual cantidad ni por los mismos conceptos. 


Asimismo, a veces aparecen algunas economías que no son tales, y estos son los misterios de la contabilidad 
del Estado. Por ejemplo, la tasa judicial se nos habilita sobre la base de una estimación. Entonces, si estimo 
que voy a recaudar $ 10:000.000 -voy a manejar cualquier cifra; no la tomen como que fuera la cantidad 
real-, se me abre un crédito por $ 10:000.000, pero luego recaudo $ 8:000.000; efectivamente pude gastar lo 
recaudado, que son $ 8:000.000, pero la estimación fue por $ 10:000.000. Por lo tanto, habrá $ 2:000.000 que 
aparentemente no ejecuté, pero era imposible hacerlo. Entonces, cuando se toma como base las partidas 
estimadas, empieza a engrosarse esa aparente brecha entre aquello a lo que presupuestalmente tenemos 
derecho y lo que efectivamente gastamos. 


Esas son las razones en cuanto a los montos, que a veces ni siquiera son, estrictamente en pesos, lo que 
aparentan -reitero-, cuando son partidas estimadas. 


Respecto al ingreso de funcionarios, ¡vaya si lo queremos y lo necesitamos, en muchos casos! Pero 
seriamente no se puede contratar con economías que no sabemos a cuánto ascenderán cada año; sí sabemos 
cuánto nos cuesta cada funcionario a lo largo de todo el año. 


Entonces, en un acto de buena administración, responsable, por supuesto, la Suprema Corte de Justicia 
determinará en su momento si distribuye o no esas economías, pero lo que seguramente no hará -no puedo 
afirmarlo yo porque no soy Ministro de la Corte- es contratar funcionarios a partir de la incertidumbre total. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Entonces, me parece un tema clave el nivel de disponibilidad de la 
Corte sobre esos recursos. Cuando se habla de devolución, ¿qué quiere decir? ¿Que eso vuelve al 
dominio de Rentas Generales y del Ministerio de Economía y Finanzas o, en todo caso, que ese dinero 
aún está disponible por la Suprema Corte de Justicia? 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO.- Complementando, el dinero de Rentas Generales vuelve a Rentas 
Generales cuando no se ejecuta en cualquiera de sus conceptos; los créditos presupuestales no 
ejecutados en el año se pierden y vuelven a Rentas Generales. Tampoco se devuelve, porque no se trata 
de que tenga un dinero que luego devuelva; dicho así, parece que hubiera en caja cierta cantidad de 
dinero y después, llegado fin de año, graciosamente le hago un regalo al Poder Ejecutivo: "Mirá, esto 
no te lo gasté; te lo ahorré. ¡Qué bien administro! Aquí tenés el dinero". No; la cosa no es así. 
Simplemente, el dinero no ejecutado se pierde en la medida en que no estuvieron los funcionarios que 


eventualmente tenían "derecho" -entre comillas- a percibirlo. Por ejemplo, si tengo una plantilla de 
cuatro mil quinientos funcionarios pero trabajan efectivamente cuatro mil doscientos, el dinero 
correspondiente a esos trescientos que faltan no pertenece a los cuatro mil doscientos que están 
trabajando. Debemos ser claros: yo no digo que los funcionarios no tengan derecho a reclamar, pero 
nadie les quitó la posibilidad de percibir hasta el último centésimo al que tenían derecho. Ningún 
funcionario judicial dejó de percibir nada. Los que estaban, cobraron el 100% de su sueldo durante los 
doce meses. Pero si trescientos no estuvieron porque no existieron como funcionarios, por la razón que 
fuera, ese dinero no se devuelve a Rentas Generales. No se ejecutó porque no había funcionarios con 
derecho a recibirlo. Que luego la Suprema Corte de Justicia entendiera oportuno hacer una 
distribución de ese dinero es una decisión política del organismo, no una administración inadecuada de 
los recursos del Estado. De lo contrario, el mensaje que podríamos estar recibiendo aquí sería: 
"Ustedes gasten todo, hasta el último peso que tengan, con o sin criterio. No importa; si viene de 
Rentas Generales, tírenlo”. 


Discúlpenme por lo fuerte de la respuesta, pero veo que se insiste en que la Suprema Corte de Justicia o la 
Dirección General hubieran hecho un acto de mala administración. La Corte pagó hasta el último peso a 
quienes tenían derecho a percibirlo. 


(Interrupción del señor Representante Pablo Abdala) 


La insistencia en la pregunta me lleva a pensar que se quiere una respuesta de nosotros, que no puede ser 
otra que la que es: la economía se produce porque había cargos que estaban vacantes; funcionarios con 
derecho a "full time" que no habían optado por ese régimen; partidas estimadas por las que se recauda menos 
pero que igualmente figuran en su totalidad en la contabilidad general y en el SITE, etcétera. Entonces, allí 
aparece un saldo no ejecutado, pero una cosa es cuando hablamos de gastos e inversiones, y sobre esto vamos 
a dar algunas explicaciones a raíz de una pregunta formulada por un señor legislador. Porque por más buena 
voluntad que se tenga, y por los procesos de contratación que el Estado tiene establecidos por ley, a veces no 
se puede ejecutar todo en el año. Se hace el esfuerzo mayor y se trata de ejecutar el 100% de gastos y de 
inversiones. A veces, por distintas razones justificadas, esto no es posible, pero no significa ineficiencia. 


El Poder Judicial exhibe niveles de ejecución muy altos en todos los conceptos. Por eso insistía: en materia 
de Rubro 0, la administración ha sido correcta, explicamos por qué se habían producido las economías y - 
reitero- la Suprema Corte de Justicia, no la Dirección General, en el momento de producirse las economías, 
podrá disponer que sean distribuidas. Pero la distribución siempre será por única vez, porque ¿qué pasa si 
hacemos dos o tres distribuciones en el año? Lo mismo que ocurrió con la compensación personal de $ 800, 
que tuvimos que venir a este mismo recinto, y también recurrimos al Ministerio de Economía y Finanzas a 
pedir que nos dieran el dinero para pagarla. Si se hace en forma regular, los funcionarios reclaman ese 
ingreso como salario, y tengo un conflicto. Cuando la Suprema Corte de Justicia no tiene fondos para hacer 
ese reparto -no es más que eso-, lo reclaman como salario, porque desde el punto de vista del derecho, las 
partidas percibidas con determinadas características pasan a tener esa categoría. Por eso hay que tener mucho 
cuidado cuando se habla de la utilización de los recursos del Rubro 0. Se puede hacer distribuciones y la 
Suprema Corte de Justicia es proclive a hacerlas, pero con cuidado, procurando no generar derechos a 
reclamar como permanente lo que no lo es. Reitero: si un funcionario se acostumbra a recibir una economía 
dos o tres veces en el año, cuando no la hay, la va a reclamar, y ahí aparecen los conflictos. 


Entonces, el administrar, que a veces resulta bastante antipático, nos lleva a decir estas cosas, que son 
antipáticas. Lo que ocurre es que hay cosas que no se pueden hacer por la vía de favorecer a quienes se lo 
merecen, como es el caso de los funcionarios judiciales, y por eso la Corte procura una y otra vez obtener 
beneficios legítimos. Por ejemplo, durante todos estos años hemos pedido la cuota mutual y no se nos ha 
votado el recurso; seguimos financiándola con recursos propios. Pero también debemos ser responsables y 
procurar que los demás Poderes del Estado no nos llamen a responsabilidad, precisamente, por hacer repartos 
que en años subsiguientes no podremos mantener. A eso se debe mi vehemencia en la defensa de esta 
conducta para administrar los fondos públicos, porque hay que ver todas las puntas del problema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Advierto a la Comisión que nos estamos quedando sin número. Pido que se 
considere a la visita, porque si se va un solo legislador más, tendremos que levantar la sesión. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero aclarar el ánimo de mi intervención. Bastará con revisar la 
versión taquigráfica para advertir que en ningún momento formulamos juicios de valor ni 
consideramos que la Corte haya administrado bien o mal los recursos, en este caso, del Rubro 0. 
Simplemente, hicimos preguntas. De manera que desde ese punto de vista la invitación a juzgar con 
cautela la utilización de los recursos supongo que estará referida a personas que no están en el ámbito 
de la Comisión. Eventualmente, serán planteos que habrá formulado el gremio. Presumo que no están 
referidos a ninguno de los señores legisladores que aquí estamos. Nos referimos al tema el señor 
Diputado Yanes y yo, y simplemente hicimos preguntas; hubiera sido irresponsable emitir juicios 
laudatorios o admonitorios sobre la actuación de la Corte a este respecto. 


Reitero que simplemente estábamos pidiendo información. El hecho es que hubo economías y no se 
repartieron, por criterios que habrán primado en la definición de la Corte. Si las hubiera en el futuro, la Corte 
resolverá si las reparte o no. Creo que con esto ha quedado contestada la pregunta. 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO.- En mi ánimo jamás está atribuir intenciones a los señores 
Representantes porque sería un atrevimiento y una falta de respeto de mi parte, y además, no tengo los 
elementos. 


Como bien señalaba el señor Diputado, que es un hombre inteligente, no converso con el gremio aquí en la 
Comisión sino en mi despacho del Poder Judicial, y cuando concurro a este ámbito traslado las opiniones de 
los funcionarios, como ellos las trasladan a los señores legisladores, porque yo sé que lo que ustedes 
manifiestan es porque la Asociación, en el legítimo ejercicio de su derecho, viene, conversa con los 
legisladores, les da sus impresiones, y yo no tengo más remedio que ser claro y darles también nuestra 
impresión. De otra manera, escucharían una sola campana, y yo podría estar retaceando información, cosa 
que no quiero hacer, sino que pretendo que a la hora de resolver tengan el 100% de la información. 


Por supuesto, a veces deslizo comentarios que no van dirigidos estrictamente a los legisladores sino que son 
producto de repetir cosas que hemos expresado en reuniones anteriores en las que hemos intercambiado 
opiniones. Entonces, cuando se nos pregunta, todo eso vuelve a la mente y se reproduce, pero con el ánimo 
de que ustedes tengan absolutamente todos los elementos, porque con nosotros hablan en la Comisión una 
vez por año, y los funcionarios vienen bastante más seguido. 


Entonces, les pido disculpas, y pido disculpas a la Corte, porque aprovecho la instancia para hacerles saber 
todo lo que este servidor siente. 


Por otra parte, la señora Diputada Peña Hernández señalaba algunos aspectos que tienen que ver con las 
economías. En definitiva, estábamos hablando de ascensos, concursos y demás que estaban en trámite a los 
efectos de proveer cargos que actualmente están vacantes. Los administrativos I a IV ascienden por 
antigiiedad y méritos, sin concurso y con calificaciones. Este sistema se usa para los ascensos a Jefes de 
Sección y Alguaciles, y en el ámbito estrictamente administrativo, a Subdirector y Director de Departamento. 
Entonces, por un lado, tenemos el trámite de ascenso de administrativo IV a I, que se procesa con las 
calificaciones y los tribunales de concurso. No recuerdo exactamente cuál era la pregunta de la señora 
Diputada Peña Hernández y quisiera que la formulara nuevamente. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- La consulta era sobre el personal asistente en violencia doméstica, 
porque nos habían comentado que aún no se habían llenado esas vacantes. 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO.- Presumo que la pregunta que nos hace la señora Diputada Peña 
Hernández refiere a una parte pequeña del equipo técnico del interior, porque en Montevideo los 
equipos están completos. En el interior se está procesando el concurso de los asistentes sociales. Son las 
designaciones que se han visto demoradas porque fueron creadas para el año 2007; luego el equipo 
debe completarse con los psicólogos y con los psiquiatras que faltan. En el interior ya hay psiquiatras, 
pero está prevista la creación de nuevos cargos. Para el año que viene se prevé la designación de nueve 
médicos psiquiatras y dieciocho psicólogos; y los asistentes sociales estaban previstos para enero de 
2007. Entonces, hay concursos que están en trámite, por el desfase que se produce con la designación 
de los asistentes sociales. 


Ya estamos adelantando los concursos de los psicólogos a los efectos de que estén prontos cuando en el 
próximo año se nos habilite la posibilidad de proceder al nombramiento. En definitiva, eso está afectando a 
los cargos de asistentes sociales y no al resto, los que recién se crearían en enero del año próximo. Ese es uno 
de los concursos grandes que está en marcha. 


No quiero aburrir a la Comisión, con la que tenemos un tema de números, pero necesito decir que la 
posibilidad de hacer el concurso implicó una reasignación de los recursos humanos, específicamente de los 
asistentes sociales del interior. Los distintos funcionarios van planteando solicitudes de traslado según sus 
necesidades, pero antes de incorporar los nuevos funcionarios hubo que hacer, en forma teórica, un estudio de 
las solicitudes de traslado de asistentes sociales, porque si las atendíamos ahora dejábamos algunas 
localidades sin asistente. Recién después de esto podremos llamar a concurso para los lugares que finalmente 
nos van a quedar vacantes. Todo eso es lento, lleva su tiempo, por lo que justifica que los procesos de 
concurso estén en trámite ahora y todavía no se haya designado a los asistentes sociales. 


La señora Diputada también hacía una pregunta relativa al artículo 15. Es cierto lo que nos dice, que si 
tenemos el dinero en Gastos podemos contratar un técnico para las traducciones. Lo que sucede es que no 
podemos hacer la transposición. De algunos rubros a otros se puede, pero de Gastos a Rubro 0 no. Podemos 
reforzar de Rubro 0 a Gastos, pero no a la inversa. Como la Suprema Corte de Justicia pretende contratar a un 
traductor en carácter de funcionario judicial, necesita que este crédito se habilite en el Rubro 0, Servicios 
Personales. Entonces, no tenemos más remedio que procesar el trámite parlamentario. 


También la señora Diputada Peña Hernández nos había preguntado acerca del Juzgado de Zapicán. Lo que 
sucede allí se ha dado en varias localidades del interior. La Suprema Corte de Justicia ha ido conformando 
comunidades geográficas; no recuerdo si el Juzgado de Zapicán es uno de los que está integrando 
comunidades geográficas, pero supongo que sí, porque la jurisdicción no quedó sin atender, sino que 
desapareció el Juez de ese lugar, que está atendiendo desde otra comunidad geográfica, con itinerancia, y 
debería concurrir periódicamente allí. La Suprema Corte de Justicia confirmará si concurre o no. La 
conformación de comunidades geográficas implica la itinerancia y el Poder Judicial -que siempre dice, y es 
cierto, que los recursos no alcanzan- tiene recursos para eso, porque es una de las cosas que la Suprema Corte 
de Justicia siempre ha querido. Si se conforma una comunidad geográfica, no queremos que la Justicia se 
aleje del lugar. Se conforma a los efectos de administrar la comunidad desde un local en una ciudad, pero eso 
no implica que no se hagan los traslados del caso, que no se paguen los viáticos que corresponden y que no se 
arbitren las medidas materiales para que esto se lleve a la práctica. Luego veremos qué sucedió allí 
puntualmente, pero no fue una directiva de la Suprema Corte de Justicia, porque no es así como funcionan las 
comunidades geográficas. Nos consta que siempre se pagan viáticos por esas itinerancias. Los medios están 
para que la Justicia no se aleje del lugar, más allá de la administración de los recursos, que siempre son 
escasos, y de que mantener más de cuatrocientas sedes en todo el país no es sencillo. 


A su vez, la señora Diputada preguntaba si el tema de violencia doméstica podía estar a cargo de los Jueces 
de Paz. Estoy improvisando, pero la ley asigna la competencia en Montevideo a los Juzgados Letrados 
especializados en violencia doméstica y en el interior a los Juzgados de Familia. Por lo tanto, volvemos a 
caer en un problema legal: no se puede asignar competencia a los Juzgados de Paz porque, por ley, es de 
competencia de los Juzgados Letrados. Naturalmente que esto se puede revisar y los legisladores podrán 
analizarlo en consulta con la Suprema Corte de Justicia, pudiendo luego llegarse a soluciones de esa índole o 
intermedias. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- La situación que planteaba la señora Diputada Peña Hernández puede ser 
atendida por la vía de la instalación de los Centros de Mediación en las localidades del interior que, sin 
duda, tienen amplia competencia en la temática de violencia doméstica y significará un importante 
paso en el acercamiento de la Justicia a los usuarios de sus servicios y en la solución de sus conflictos. 
Los números que tenemos de los Centros de Mediación de Montevideo así lo indican. 


En los primeros ocho años de funcionamiento los Centros de Mediación en Montevideo realizaron, en 
promedio, tres mil intervenciones por año, que se tradujeron en un 90% de mediaciones logradas con éxito en 
cuanto a asistencia a las partes. Esto significa un índice importante de la eficacia de este mecanismo para 
solucionar problemas, entre ellos, los de violencia doméstica. Obviamente, no hubo éxito de la mediación en 
aquellos casos, muy numerosos también, de personas que no asistieron a esa instancia. 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO.- Queda pendiente la pregunta sobre las partidas no ejecutadas por el 
Programa de Fortalecimiento. En realidad, no se pide un incremento, sino la asignación de lo no 
ejecutado. Los dineros son fondos del BID, provenientes de endeudamiento y no de contrapartida local. 
En consecuencia, no se aumenta el endeudamiento del Estado ni se pretende destinar al proyecto más 
dinero que el que originariamente se previó. 


Como consecuencia de esos procesos tan lentos -mucho más tiempo que el empleado en la Dirección General 
para la contratación en lo interno-, el proyecto no se pudo ejecutar. Aquí estamos hablando de licitaciones 
internacionales y de procesos complejos, con intervención de nuestras autoridades y del BID. Además, hubo 
dificultades de impugnación que terminaron resueltas en Washington. Por eso yo hablaba de distinguir entre 
lo que no se ejecuta por ineficiencia y lo que no se ejecuta por imposibilidad. En el caso de la unidad 
coordinadora no se ejecutó por imposibilidad. Por lo tanto, si hoy no se vuelve a asignar ese dinero no 
utilizado en su momento, el proyecto no se va a poder ejecutar. Sería muy distinto que estuviéramos pidiendo 
de nuevo ese dinero por no haber hecho bien las cosas; todo se hizo bien pero hubo una imposibilidad 
material de gastar el dinero en el año previsto. Por lo tanto, si ahora no se nos habilita el dinero, el proyecto 
cae. Si el recurso no existe, el proyecto debe cesar. Por eso yo hablaba de la urgencia de que esta norma se 
consagre. 


Reitero que no incrementa el gasto porque ya estaba previsto. Lo que el Estado va a enfrentar como 
endeudamiento es el mismo dinero. No desconocemos que no es lo mismo gastar en un año o en otro, pero 
esas son consideraciones que corresponden al Poder Ejecutivo. Está claro que no estamos pidiendo más 
dinero sino el que no gastamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Falta responder una pregunta del señor Diputado Machado referida a los 
funcionarios. 


SEÑOR MACHADO.- Repito la pregunta, ampliada. 


Cuando quienes actuamos dentro del sistema político -Ediles, Intendentes, Diputados, Senadores, Ministros, 
jerarcas de entes autónomos, Presidente de la República- incidimos en el nombramiento de una persona, si se 
trata de un pariente es nepotismo; si es un amigo, amiguismo, y si no se da ninguna de esas situaciones, es 
clientelismo político. Esta situación que se da y ha descrito la Suprema Corte de Justicia, la podríamos tildar 
de "cercanismo", porque se da entre gente cercana a los distintos Ministros, y no nos parece la mejor. Por eso 
preguntamos si no habían imaginado alguna fórmula distinta para la propuesta de esos nombres que luego 
irán a concurso. 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO.- Quiero aclarar los conceptos que manejamos. Este es un tema que nos 
importa mucho, especialmente a quienes integramos la actual Suprema Corte de Justicia, que ha 
recorrido un camino que nadie puede desconocer, y es el del ingreso por concurso a prácticamente el 
100% de los cargos. 


Personalmente, ingresé al Poder Judicial hace treinta y cuatro años -los cumplí en junio, este año- y en ese 
momento no había concurso. A mí me designó directamente un Ministro de la Corte que, además, era 
familiar. Desde aquel entonces, la Suprema Corte de Justicia y esta integración en especial ha hecho hincapié 
en que los ingresos sean objetivos, por concurso, procurando evaluar y que, por lo tanto, ingresen los 
mejores. 


Creo que esto tiene que ver con una característica de los uruguayos que siempre mencionamos, que es la de 
ver el vaso medio vacío y no medio lleno. En este caso, yo veo el vaso bastante lleno porque solamente 
ingresan sin concurso los auxiliares. 


También dije -no se puede desconocer- que en dieciocho departamentos hay concursos abiertos a los que se 
llama por la prensa. Luego agregué que en Montevideo hay una dificultad material para hacer los concursos. 
Algunos organismos han preferido hacer un concurso con ocho mil personas; realizan un sorteo y luego se 
quedan con el que tuvo suerte, mecanismo que no voy a cuestionar. La Suprema Corte de Justicia y su 
Dirección General han entendido que hacer un concurso con ocho mil o diez mil personas y quedarse con el 
que tuvo suerte en el sorteo no es la mejor forma de seleccionar. 


Entonces, tenemos un cincuenta por ciento de cargos en el interior de la República a los que se accede por un 
concurso al que se llama a través de los medios de comunicación, y en Montevideo tenemos un mecanismo 
mixto, por el que ingresan a partir de una lista que proporcionan los Ministros de la Corte, que no contiene 
exclusivamente a familiares o hijos de los funcionarios, aun cuando curiosamente eso es lo que la Asociación 
de Funcionarios pide. Cuando esta Asociación hace sus planteos, no pide que ingrese gente totalmente ajena; 
al contrario, piden que tenga preferencia el hijo del funcionario judicial. Los Ministros tienen la objetividad 
de incluir en la lista a todo aquel que llega a su despacho; salvo la limitante del número, incluyen a todos los 
que golpean sus puertas y se anotan acreditando la capacitación necesaria para el desempeño del cargo. Por 
supuesto que hay una limitante, porque pueden anotarse mil personas y poseen un cupo de sesenta. Reitero 
que la Asociación de Funcionarios -por lo menos, eso es lo que me han dicho a mí; de lo contrario, caería en 
atribuir intenciones y no es mi ánimo- ha expresado que procuran una preferencia, lo que no es nuevo y que 
existe en la mayoría de los organismos, para el hijo del funcionario. Es decir que esta Asociación no hace un 
cuestionamiento sino a la inversa. 


Repito que prácticamente se están proveyendo todos los cargos por concurso, aun en el caso de los actuarios. 
Eso genera alguna dificultad que los parlamentarios nos han señalado. Antes los actuarios ingresaban 
designados en forma directa y eran residentes del medio en que se generaba la vacante. Eso determinaba una 
estabilidad en el actuario en esa sede judicial. Como el actuario era designado para la ciudad en la que 
residía, raramente pedía traslado, porque seguía viviendo allí. Hoy por hoy, los actuarios ingresan por 
concurso y entonces son de diferentes departamentos. Luego, se les asigna donde va quedando una vacante, 
en una carrera similar a la de los Magistrados. En consecuencia, ellos aspiran a acercarse a su ciudad de 
residencia, por lo que van pidiendo los traslados y en la medida de lo posible se les contempla. Pero eso 
repercute negativamente en las oficinas porque la alta rotación de actuarios no permite estabilidad. Por eso 
siempre se trata de compatibilizar las necesidades del servicio con los ingresos por concurso y absolutamente 
objetivos, pero no están exentos de dificultades. 


Señalo esto porque hoy los actuarios ingresan por concurso, lo que no sucedía hasta hace poco. Pero a su vez, 
ese ingreso por concurso, que es lo que quiere la Suprema Corte de Justicia, no deja de tener sus dificultades 
desde el punto de vista del servicio. 


SEÑOR MACHADO.- No me parece menor el hecho de que más del 50% de los funcionarios entre por 
ese sistema, porque sabemos que mucho más de la mitad están concentrados en Montevideo. 


Nosotros no hablamos de familiares; dijimos "cercanismo" porque se trata de aquellas personas que tienen la 
posibilidad de acercarse a un Ministro de la Suprema Corte de Justicia, presentarle su currículum y que se 
actúe en consecuencia. Queremos expresar que no estamos de acuerdo con ese sistema y por eso 
preguntamos si no habían imaginado algún otro método que diera más garantías a todos los uruguayos para 
acceder a un cargo del Poder Judicial. 


SEÑOR YANES.- Intenté actuar con guante blanco. La primera vez que el Secretario de la Suprema 
Corte de Justicia hizo algunas valoraciones aclaró que no quería atribuir intenciones, y lo tomé por 
válido, pero la segunda y la tercera vez, ya no. Cuando yo hice uso de la palabra, me referí a un 
documento de la Asociación de Funcionarios; no vine aquí a ser portavoz de esa Asociación 
escondiendo la información. Además, dije que había recibido ese planteamiento de la Asociación de 
Funcionarios a lo largo de una semana, en distintos seminarios y foros. 


Al igual que el señor Diputado Machado, a pesar de que pude no haber sido claro al expresarme, lo hice con 
una visión crítica y no dije que se tratara de los Ministros de la Corte ni de la institución como tal. 
Igualmente, estoy convencido de que los funcionarios, como tal vez Ministros del pasado, utilizaban -como 
en su caso- la fórmula de ser familiar de un Ministro para poder entrar. Pero quienes nunca tuvimos 
familiares Ministros de la Suprema Corte de Justicia, del Poder Ejecutivo ni de ningún otro ámbito público, 
siempre tuvimos que trabajar por nuestra cuenta y rebuscarnos. 


Habría preferido que, cuando el señor Secretario se dio cuenta de que, indirectamente, no estaba contestando 
a los legisladores sino a otros que no estaban aquí -como bien lo aclaró el señor Diputado Pablo Abdala-, no 
hubiera seguido haciendo lo mismo. Parto de la honestidad intelectual del señor Secretario, pero en mi caso 


personal -no hablo en nombre del señor Diputado Machado aunque me parece que piensa igual-, estoy en 
contra de este sistema. 


Siempre veo el vaso medio lleno, pero gracias a ver el vaso medio vacío es que la humanidad avanza hacia la 
mejora de sus sistemas. En este caso, no dije que me parecía injusta la situación de quienes son de 
Montevideo; tal vez lo digo por ser del interior o, como dice un amigo: "Soy de Canelones, no soy ni gaucho 
ni cajetilla". Pero no entiendo por qué los de Montevideo y los señores Ministros tienen ese privilegio ni por 
qué no se hace como en otros organismos que reciben miles de solicitudes y las canalizan, como dijo el señor 
Secretario, sin abrir juicio. En mi caso, abro juicio porque -como decía el señor Diputado Machado 
estábamos esperando una respuesta en ese sentido- entiendo que habría que encontrar mecanismos modernos 
y, a veces, de acuerdo con el tipo de llamado y sus condiciones se podría disminuir ese número de ocho mil 
solicitudes a mil o mil quinientos. Tal vez haya que hacerlo en el Estadio Centenario, pero desde esta banca 
prefiero esas grandes convocatorias, por más dificultosas que sean, a seguir aceptando que los jerarcas tengan 
una cuota. Además, se trata de una cuota que no quise calificar en un primer momento porque lo dije en la 
Asociación de Funcionarios y no le gustó a algún funcionario, aunque a veces me importa poco lo que 
piensen de lo que opino, porque soy un hombre libre. En este sentido, creo que los funcionarios no tienen 
derecho a que, como sus abuelos fueron funcionarios y ellos entraron porque eran hijos de un funcionario, y 
así sucesivamente, se continúe de esa manera; creo que hay que romper eso en el Estado. Sinceramente, en 
virtud de la hora y de la corrección de las respuestas, habría preferido que el tema terminara allí. Pero límite 
tienen las cosas, y en esta segunda respuesta sinceramente me parece que, más allá de la voluntad del señor 
Secretario en el sentido de no atribuir intenciones, lo hizo, y además le contestó a gente que -como dijo el 
señor Diputado Pablo Abdala- no le planteó esas cosas. 


Gracias señor Presidente, y pido disculpas por haberme extendido en el tiempo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la señora Presidenta de la Suprema Corte de 
Justicia, de los señores Ministros y de los asesores técnicos. Por nuestra parte continuaremos 
estudiando este Inciso. 


(Se retira de Sala la delegación del Poder Judicial) 
Recomiendo a los señores Diputados que estudien la agenda actualizada que tienen en sus despachos. Solo 
hicimos un agregado: según las necesidades del servicio, el plazo para presentar los aditivos o sustitutivos es 


el lunes 25 al mediodía. 


El viernes 22 votaremos el proyecto en Comisión; si es necesario, continuaremos el sábado 23. La 
coordinación de las bancadas ya acordó que el miércoles 27 y el jueves 28 se va a tratar en la Cámara. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


